Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de la Cooperativa de Viviendas de Propietarios y Conjuntos Habitacionales.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda del Senado tiene el agrado de recibirlos y de escucharlos. 


SEÑOR REQUEL.- Ante todo, debo agradecer a la Comisión por recibirnos y permitirnos plantear algunas de las inquietudes que 
tenemos respecto a lo que es nuestra relación con el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Para muchos Senadores, seguramente no será nueva nuestra presencia aquí, porque ya hemos comparecido en otras 
oportunidades; pero en función del recambio que ha tenido este cuerpo legislativo es bueno poder refrescar muchos de los 
planteamientos que venimos sosteniendo frente al Banco Hipotecario del Uruguay desde hace bastante tiempo, con cuyas 
autoridades hemos acordado diferentes disposiciones. 


Como ustedes sabrán, la solicitud de audiencia se realizó pocos días antes de la comparecencia del Directorio del Banco a esta 
Comisión y, por lo tanto, hemos tenido la posibilidad de leer la versión taquigráfica de lo dicho por los actuales Directores, 
previamente a venir aquí. 


En primer lugar, quiero decir que estamos de acuerdo con los actuales jerarcas, como también lo estuvimos con el anterior 
Directorio presidido por Graciela Pérez Montero, sobre la situación patrimonial del Banco y acerca de algunas vías de solución que 
creemos son importantes. De ahí que nos parece que sería importante que el Banco, junto con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, debería poner el énfasis, analizar el tema subsidios para poder seguir impulsándolos y 
dar algún tipo de solución a familias que se encuentran en una situación bastante angustiante para hacer frente a sus hipotecas. 


De todos modos, también tenemos algunos matices. En este sentido, quiero informar que el 2 de junio enviaremos un material que 
hemos preparado para el Directorio del Banco, y de esa manera, pedir la primera entrevista oficial a las actuales autoridades. Lo 
que queremos, en definitiva, es expresar esos matices -que no son nuevos- que nos parece forman parte de un problema que, a la 
corta o a la larga, tendremos que resolver entre todos, por un lado, por la propia viabilidad del Banco Hipotecario del Uruguay y, por 
otro, para solucionar los problemas que tiene la gente. 


Una de las cosas en que no estamos de acuerdo y que precisamente es una de las reivindicaciones históricas que hemos tenido 
como COVIPRO CH tiene que ver con los problemas de construcción de las viviendas. Pensamos que este problema, que se 
presenta en la inmensa mayoría de las viviendas construidas por el Banco, poco tiene que ver con el mantenimiento que han hecho 
los usuarios. Esto no significa que en algunos casos podamos hablar del mal mantenimiento que han hecho los usuarios; pero 
como ustedes sabrán, el vicio de construcción que se manifiesta en muchísimas viviendas construidas en forma directa o indirecta 
por la institución está ligado a un elemento que bien conocen los arquitectos y que seguramente podrán desarrollar con mayor 
amplitud técnica que quien habla. El tema es el siguiente. Cuando un vecino cualquiera pretende solucionar un problema de 
construcción endémico, en realidad, lo que está haciendo es no arreglar nada, porque la problemática continúa y lo único que ha 
hecho la persona es invertir dinero en algo que no tiene solución porque, precisamente, estamos hablando de un vicio endémico. 
Entonces, nos parece que hay que profundizar en ese sentido; y profundizar significa analizar el ciento de denuncias radicadas en 
el Banco y planteadas por colegas del actual Presidente, arquitectos todos ellos, que creo certifican un poco lo que estamos 
sosteniendo, que es un tema grave que amerita ser considerado en profundidad. 


El segundo tema que planteamos es el de las tasas de interés que maneja el Banco Hipotecario desde la creación del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Tenemos en nuestro poder una serie de tablas que queremos dejar a los 
señores Senadores sobre lo que implica la aplicación de diferentes tasas de interés en función de un saldo inicial en UR. Como 
ustedes saben, algunas de esas tasas llegaron hasta el 8% ó el 9% en ciertos préstamos del Banco. 


Quiero tomar algo que me parece muy importante, que estaba establecido en aquella vieja ley de vivienda del año 1968. Cuando 
aquí se debatió el tema del Banco Hipotecario, todos coincidíamos en que era una buena ley y que había que cuidarla. Contenía un 
concepto básico de importancia, pues estipula que por cada ladrillo que se presta, se debe devolver el costo de un ladrillo. Si le 
prestan 2000 UR a un buen señor, con una tasa de interés a 7 años, termina pagando 4687 UR. Aclaro que estamos hablando de 
una moneda constante y no de pesos y de una cifra que representa más del doble en unidades reajustables. En este caso, nos 
estamos alejando bastante de ese concepto de que por cada ladrillo deberíamos devolver otro. Téngase en cuenta que estoy 
utilizando esta escala siempre y cuando el buen vecino haya podido pagar la cuota regularmente durante treinta años, sin 
inconvenientes, porque frente a la primera dificultad que tuviera, debería enfrentar una refinanciación con la aplicación de 
colgamentos, todo lo que lleva a que aparezcan deudas que son realmente impagables. 


Por lo tanto, la revisión del tema de las tasas de interés tiene que ser, no sé si una urgencia, pero sí algo que debe estar sobre la 
mesa para poder resolver el pago de muchísima gente que hoy no puede hacer frente a su deuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto si se trata de un problema de tasas de interés, de actualización por el valor de la UR, o si 
estamos hablando de la mezcla de las dos cosas. 


SEÑOR REQUEL.- Se trata de la mezcla de las dos cosas. La UR se ajusta de acuerdo al Índice Medio de Salarios que poco tiene 
que ver con el salario real de los trabajadores. Partimos de la base de que en 1999, por ejemplo, una cuota de aproximadamente 
14 UR podía ser "pagable", pero si lo trasladamos a la realidad del año 2005, nos vamos a dar cuenta de que para que realmente 
sea "pagable" tendremos que contar con núcleos familiares que tengan dos trabajos, es decir, que no hayan perdido el empleo y 
que, además, su calidad de ingreso no haya sido rebajada. De lo contrario, nos estaremos enfrentando a un problema bastante 
grande. 


Hablando de una moneda estable, podemos decir que hicimos un estudio de la UR durante los últimos 20 años y advertimos que su 
precio es de U$S 10, a pesar de los picos que tuvo hacia arriba y hacia abajo, U$S 19 en su momento y U$S 7 en otro. 


Constatamos que la estabilidad de la moneda durante 25 años habla de una media de U$S 10, por lo que una tasa de interés al 7 
% tiene muy poco de social. Eso es lo que pensamos y así se lo hemos manifestado en más de una oportunidad al Directorio del 
Banco. También es cierto que lo que se responde de parte de esa Institución es que a partir de la creación del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, las tasas de interés subsidiadas quedaron en manos de esa Cartera y el 
Banco tuvo que empezar a aplicar tasas de interés, de alguna manera, "comerciales". Pero lo que todos ustedes también saben es 
que la inmensa mayoría de los préstamos concedidos a la gente salían a través del Banco Hipotecario porque no había rubros en el 
Ministerio. Por lo tanto, si bien tenemos que mirar para adelante para ver cómo se soluciona esto, nunca podemos olvidar que en 
estas viviendas del Banco Hipotecario tenemos más de 200.000 personas, para las que de alguna manera tendremos que 
encontrar una solución. La tasa de interés no refleja eso, pero quiero unirlo a otra cosa que Gustavo López va a desarrollar con 
más amplitud. Me refiero a los saldos iniciales de las deudas. Ustedes saben bien que todas estas cooperativas de propietarios 
fueron muy bien llevadas por muchísimos institutos técnicos, empresas constructoras, etcétera. Hace muy poco, Elbio Scarone, uno 
de los actuales directores del Banco Hipotecario, salió a denunciar, justamente, lo que le costó a la Institución la construcción de 50 
viviendas ubicadas en Paysandú. Concretamente, debió pagar U$S 110.000 por cada una, por concepto de costo, no por lo que 
hay que cobrar. Claro está, muchas veces queremos cargar ese costo nuevo para que lo pague el usuario, pero si investigamos a 
fondo el tema, nos vamos a dar cuenta de que en un 90 % de las cooperativas de propietarios que fueron construidas, ese sobre 
costo existió y no está precisamente metido en las viviendas. 


El Banco Hipotecario del Uruguay parte de la base de que como este dinero salió, por lo tanto, debe ser reintegrado. 


Desde hace mucho tiempo, venimos solicitando que se estudie a fondo cómo se llega a estos valores de entre 3.000 y 4.000 
Unidades Reajustables, porque cuando la vivienda comienza a manifestar vicios de construcción a los cuatro meses significa que 
se colocaron materiales de muchísimo menor calidad que la que establecía el proyecto inicial. Frente a esto, se podrá decir que la 
cooperativa es responsable; pero aquí lo que hay que analizar es que las cooperativas de propietarios, que tenían como testaferros 
a los Julián Pereira, por ejemplo - nombre que aquí se conoce muy bien- cuando estaban construidas salían a la venta en forma 
amplia padeciendo las consecuencias, no los que le firmaron los poderes a Julián Pereira, sino los que hoy viven en ellas. Este es 
un tema que me parece importante que todos lo tengamos en cuenta. 


En más de una ocasión hemos planteado el tema de la retasación de la vivienda. Quiero dejar bien claro a qué tipo de retasación 
nos estamos refiriendo. Coincidimos plenamente con el arquitecto Piperno y con el escribano Morodo en que las retasaciones no se 
deben hacer de acuerdo con los valores de mercado, esto es, pidiendo la retasación cuando el valor de la vivienda está en baja, 
porque me conviene, y mañana si está en alza no lo hago. Este aspecto jamás fue reivindicado por COVIPRO. Es más; esa 
responsabilidad recae sobre lo que hizo el propio Banco Hipotecario del Uruguay. Nosotros tenemos dos pruebas. La primera, data 
del año 1996, cuando el valor de la vivienda estaba en alza y se retasó una cooperativa, subiéndose a cada vivienda 2.000 
Unidades Reajustables sobre el precio inicial. ¿Cómo? Nadie lo sabe. Y, la segunda, es que luego del año 2000 comienza la baja 
del valor de la vivienda. Tenemos en nuestro poder documentación que certifica que todo lo que ponía en venta el Banco 
Hipotecario del Uruguay decía: "Valor inicial y valor actual". Es decir que había una retasación encubierta porque estábamos 
hablando de 1.200 ó 1.400 Unidades Reajustables menos del valor inicial. ¿Cómo se llegó a ese número? Nadie lo ha sabido 
explicar. Lo que uno intuye -y fue reconocido por anteriores Directores- es que fue para poder colocar esas viviendas en el 
mercado. 


Ahora bien; me pregunto lo siguiente. ¿Sólo tienen derecho a ese valor quienes ingresan a partir de hoy y no así quienes vivían 
desde antes en esas viviendas y están pagando cuotas desorbitadas? Creemos que la justicia social se debe practicar para todos 
quienes viven dentro de un complejo habitacional. 


Me gustaría poner como ejemplo que acá hubiera dos Senadores que vivieran en un mismo complejo habitacional y uno pagara $ 
4.000 y otro $ 6.500 por una vivienda que tuviera la misma cantidad de dormitorios y de metros cuadrados. Esta realidad no es una 
metáfora; es la que estamos viviendo en muchísimos complejos habitacionales del Uruguay, particularmente en Montevideo, a la 
que creemos debemos buscarle una solución, así como la que se dio en su momento para que la gente pudiera acceder a la 
vivienda bajándole el costo inicial. 


Nosotros llamamos a esto "retasación", pero lo dejamos librado a cualquier otro nombre que se proponga, llámese reestructura de 
deuda, reestructura de precio inicial, etcétera. Para nosotros es importante dejar claro que consideramos que el valor inicial que 
tienen las viviendas es extremadamente alto y que si a ello le unimos la tasa de interés del 7%, se transforma, lisa y llanamente, en 
algo impagable. 


Antes de ceder el uso de la palabra al señor López, quiero decir que hacemos total acuerdo con la política actual del Estado 
uruguayo en cuanto a priorizar la emergencia social. Sabemos que nuestras reivindicaciones en muchos casos pueden esperar y 
vamos a ser consecuentes con lo que estamos manifestando. No vamos a exigirle a este Banco Hipotecario del Uruguay que nos 
dé una solución ahora porque, por un lado, la institución arrastra problemas de años que llevará mucho tiempo superar y, por otra 
parte, porque hacemos acuerdo que debe ser atendida la emergencia. Como organización vamos a priorizar -y con ello puede 
contar el Banco Hipotecario del Uruguay- que sean atendidos quienes hoy carecen de su vivienda y tienen el derecho a tenerla. 
Además decimos que en esta organización contamos con muchísima gente que está comprendida en esa franja, como ser, 
personas que han perdido su empleo, madres solas con hijos, gente que directamente no recibe o no percibe ingresos y que 
tampoco creemos que deban perder su vivienda. A ellos debemos buscarle una solución. 


Quería ser bien claro en lo que acabo de manifestar porque nosotros no vamos a actuar en forma corporativa aduciendo que 
nuestra reivindicación está por encima de las demás; creemos que hay urgencias que deben ser atendidas y si el Banco 
Hipotecario del Uruguay asigna la prioridad, estaremos de acuerdo. 


Lo segundo que quiero dejar bien claro es que esta organización no le está pidiendo a nadie que le regale la vivienda. Nosotros no 
nos subimos al coro de que ahora es necesario que se estudie cómo nos dan la vivienda porque nos robaron. Lo que decimos es 
algo que ya expresamos hace cuatro años -no lo estamos diciendo ahora; lo sostuvimos durante anteriores Administraciones-: 
queremos pagar un precio justo por la vivienda y de acuerdo a los ingresos de la gente. De ahí que las tres soluciones que 
ponemos sobre la mesa nos parecen importantes: la tasa de interés, la retasación o reestructura de la deuda y las franjas de pago 
según los ingresos que tenga cada núcleo familiar para conservar su vivienda. De ninguna manera apoyamos esos casos 
endémicos de once y doce años sin pagar, porque creemos -como dijo bien el escribano Morodo- que hay que terminar con eso de 


que al Estado uruguayo no se le paga. No lo sostenemos ahora sino, repito, desde hace cuatro años y a anteriores jerarcas de la 
Institución les consta lo que nosotros hemos propuesto. También creemos que hay que pagar el valor justo y lo que se pueda. 


SEÑOR LÓPEZ.- En esos cuatro años de trabajo, básicamente, lo que hemos hecho ha sido el nucleamiento de los propietarios de 
todas las cooperativas de vivienda, los conjuntos habitaciones y las sociedades civiles, o sea, el universo de deudores hipotecarios 
que en ese momento tenían serios problemas en el pago de cuotas. 


Quiero dejar en claro también que en esos cuatro años esta organización ha cumplido con los acuerdos que ha hecho con el Banco 
Hipotecario, ha estado pagando religiosamente sus compromisos y ha sido un importante generador de propuestas de soluciones. 
Nunca hemos hecho oídos sordos a las propuestas que ha tenido el Banco Hipotecario en diferentes instancias con la finalidad de 
encontrar soluciones. Por supuesto -como bien decía el señor Requel refiriéndose a la tasa de interés- cuando hablamos de una 
tasa del 2% al 8% es obvio que la diferencia va a saltar, sobre todo, en esta información que vamos a dejar a los miembros de la 
Comisión. 


COVIPRO, sobre todo, ha trabajado en los aspectos sociales de esta problemática, en la que el Banco ha tenido muchas carencias; 
me refiero a lo que ha sido el trabajo social. ¿Por qué? La opinión pública sabe muy bien que en los conjuntos habitacionales el 
clientelismo político ha sido la base del trabajo realizado a través de los distintos Directorios del Banco, no generando una política 
social. El señor Piperno expresó en la Comisión que los vicios constructivos surgían porque había descuido de los deudores 
hipotecarios. Eso es una falsedad o una verdad dicha a medias, porque hay viviendas que -como bien decía el señor Requel- ya 
arrancaron con problemas constructivos porque las empresas hicieron cualquier cosa. Desde hace quince años en este Parlamento 
se han hecho denuncias contra Julián Pereira y otras empresas e institutos técnicos que, patrocinados por una mafia enquistada en 
el aparato del Estado -llámese Banco Hipotecario- hicieron cualquier tipo de cosas y dejaron a la gente como rehén de esas 
situaciones. Nosotros hemos tenido una conducta, sobre todo, en defensa de lo que es el patrimonio del Estado, porque 
entendemos que ese patrimonio que se tiró por la ventana nos pertenece a todos. Por lo tanto, no queremos que nos regalen la 
vivienda, pero deseamos pagar lo que corresponda. 


El Banco Hipotecario, en su momento -estamos hablando de junio de 2001- puso en el mercado la venta libre de viviendas nuevas 
y usadas. Deseo que conste en actas cómo varían los valores del Banco a la hora de las necesidades de los recursos de 
fluctuaciones de caja. Insistimos en que esta no es una discusión que pase por los niveles del mercado, sino por los niveles de 
inversión social que debe tener el Estado. Por ejemplo, en el CH 77, de la calle Durán, en la senda 1, el precio original de un 
apartamento de dos dormitorios era de 2.500 Unidades Reajustables, pero en el ítem correspondiente a "Tasación" figura que el 
precio bajó a 1.844 Unidades, y se vendía a una tasa de interés del 8% a pagar a treinta años. En el CH 50, ubicado en la calle 
Gibraltar, en el Cerro, en el caso de un apartamento de tres dormitorios, de 4.965 Unidades Reajustables, que era el precio original, 
la tasación cae a 2.947 Unidades, y la tasa de interés era de un 8% a pagar a treinta años. 


En el Euskal Erría 71, pasaje vecinal 4541, de 4.011 Unidades Reajustables bajó a 3.232 siguiendo una tasa de interés del 8% a 
pagar también a 30 años; en el CH 77, en la senda 1, N* 2130 en Colón, de 3.500 bajó a 2.828 a una tasa de interés del 8% a 
pagar en 30 años; y en el CH 138 de Mateo Cabral 3792, de 5.368 Unidades Reajustables bajó a 3.764 a una tasa del 8% a pagar 
a 25 años. 


Queremos que esto conste en la versión taquigráfica porque nos parece que ya el hecho de hablar de 5.300 a 3.700 Unidades 
Reajustables implica, a una tasa del 8%, una diferencia abismal, lo que no deja de ser una nueva estafa, sobre todo, porque se 
trata de viviendas que ya vienen usadas por otra gente que estuvo en ellas durante determinado tiempo y que, por lógica -en esto 
sí estamos de acuerdo con el Directorio- no tuvo los reparos ni los cuidados suficientes. Esto fue así porque el Banco Hipotecario 
nunca fue capaz de generar una educación suficiente para que cada uruguayo que habitara una vivienda que el Estado patrocinara 
en su construcción, la cuidara como a una parte suya. Este es un déficit que el Estado tuvo y que COVIPRO, como organización, lo 
va a plantear en los marcos de acuerdo que ha tenido con la Gerencia de Área Social, que ocupó un rol fundamental en los 
lineamientos del Banco, los cuales nos parece que han sido acertados y a los que nosotros hemos hecho muchos aportes. También 
hemos desarrollado muchas políticas que han tenido acierto cuando se aplican en la vida -que me parece que es lo mejor cuando 
hablamos de políticas de Estado- y en base a eso es que venimos a esta Comisión a hacer esta serie de planteos porque, 
volvemos a repetir, esto va a estar en manos del Directorio. Entendemos que el Directorio debería hacer acuerdos porque en 
ningún momento hemos dicho que esta organización nunca pagó o va a dejar de pagar; hemos tenido la conducta de devolver al 
Estado lo que este brindó a todos los uruguayos. 


SEÑOR REQUEL.- Quiero hacer un planteamiento final y si luego algún señor Legislador quiere efectuarnos alguna pregunta con 
mucho gusto la contestaremos. 


Fue público el hecho de que hace muy pocos días llegaron a un Complejo Habitacional que no está integrado a nuestra 
organización más de quinientas intimaciones de pago. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se refiere al de Euskal Erría? 
SEÑOR REQUEL.- Exactamente, señor Presidente. 


Nosotros queremos ser muy claros a este respecto y lo que voy a plantear no es una contradicción. En más de una ocasión hemos 
solicitado al Banco Hipotecario del Uruguay que enviara intimaciones a los Complejos Habitacionales que no pagaran. ¿Por qué 
digo esto? Porque si uno analiza los historiales de pago, ve que el régimen de desalojo ha sido muy injusto. Digo esto porque hace 
poco nos encontramos con gente que hace once años no paga y no le llegan las intimaciones o las rescisiones de contrato. Sin 
embargo, cuando alguien se presenta con voluntad de pago porque realmente quiere pagar -no lo ha hecho porque, por ejemplo, 
perdió el empleo- y firma una refinanciación, alcanza con que en seis meses no la pague para que ya le llegue la intimación de 
pago. Entonces, aquí hay algo que sin duda alguna debemos solucionar. 


Nosotros hemos sido una organización que ha pedido que a los Conjuntos Habitacionales que tienen la conducta de no pagar 
llegue este tipo de intimaciones por una cuestión que nos parece básica y es generar conductas sociales, cosa que no se ha hecho 
en los últimos años. Personalmente, estoy dispuesto a valorar todo tipo de cuota para que la gente pague lo que pueda pagar, pero 
lo que no estoy dispuesto a aceptar es que la gente no pague y se lleve de arriba una vivienda construida por el Estado, es decir, 


que otros uruguayos pagaron. En realidad, así estaríamos siendo indignos con las generaciones que aún no tienen vivienda ni 
acceso a ella y a la que lamentablemente la Ley de Fortalecimiento del Banco Hipotecario ató de pies y manos. 


Entonces, quiero decir que los señores Legisladores se van a encontrar con muchas denuncias de estas características y tal vez se 
pregunten por qué llegan quinientas intimaciones de pago. En realidad, esto me parece un acto de justicia; no conozco el caso a 
caso de esas quinientas familias pero sí me consta que en ese Complejo Habitacional nadie pagaba nada. Cuando digo nada hablo 
del Banco Hipotecario y de los gastos comunes, que son esenciales para el mantenimiento de la vida de un Complejo Habitacional 
y que si no se pagan también hay que buscar la forma en que se pueda cumplir con ellos. 


Esto lo estoy planteando porque en los últimos días he escuchado que se formó en el Banco Hipotecario una Comisión que estudia 
caso por caso, lo que, confieso, me pone un poco nervioso. 


Digo esto porque, si bien es cierto que nosotros hemos reclamado el estudio caso a caso, también es verdad que a veces corremos 
el riesgo de confundir la emergencia que hoy puede tener una cantidad de usuarios con la situación que padecen, al parecer, desde 
hace once años. En otras palabras, quiero decir que, si me abocara al estudio de una vivienda que hace once años que no paga, 
difícilmente podría decir que está en una situación crítica, precisamente, porque hace once años que mantiene la conducta de no 
pago. Al mismo tiempo, como sé que se han suspendido lanzamientos, me gustaría exhortar a través del Parlamento a que ese tipo 
de resoluciones que se adoptan en el Directorio se publiquen, ya sea en una página Web o por el mecanismo que se considere 
más adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber qué porcentaje de morosidad se registra en el universo de las cooperativas. 


SEÑOR REQUEL.- Ese es un dato interesante. Tal como lo informó el Directorio en el Parlamento, los datos de morosidad no son 
del todo certeros puesto que se considera morosa a la gente que está pagando mediante un convenio de pago. Por lo tanto, ese 
dato del 70% de morosidad, en realidad, a nuestro entender, habla de una falsa morosidad, porque nosotros consideramos 
morosidad a la situación de aquellos que directamente no pagan y no a quienes están pagando a través de un convenio una cuota 
inferior a la pactada en virtud de que no tienen recursos. Si no me equivoco, esto fue reconocido hace pocos días por Morodo o 
Scarone; por lo tanto, me parece que habría que admitirlo. 


Concretamente, las cooperativas que integran COVIPRO -aclaro que estoy hablando de cooperativas que reúnen a más de 2.000 
familias y de otro tanto de los conjuntos habitacionales- tienen un 5% de morosidad, lo que significa que el 95% paga la cuota. 
Estos datos se pueden corroborar en el Banco Hipotecario; nosotros los hemos tomado de allí. 


Quiero reiterar que el 95% de los que pagan lo hacen a través de un convenio abonando la mitad de una cuota que, por cierto, no 
es de $ 600, sino de $ 2.000, $ 2.500 y $ 3.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estas cooperativas estaban depositando en COFAC? 
SEÑOR REQUEL.- No, eso lo hacía FUCVAM. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Pero fue por un acuerdo o por una decisión unilateral? 


SEÑOR REQUEL.- No, se trata de un acuerdo que se celebró luego de una cesación de pago de tres meses, luego de lo cual el 
Directorio aprobó una resolución por la que aceptaba las entregas a cuenta por concepto de mitad de cuota, hasta que se 
conformara una comisión que analizaría nuestras reivindicaciones. Me refiero al estudio de las deudas caso a caso, tanto de las 
viviendas como de las cooperativas. Como los señores Senadores saben, esa resolución se aprobó por el Directorio que integraban 
Moreira Graña y Lauzarot; pocos días después el Directorio pasa a ser integrado por Graciela Pérez Montero y Gerardo Saxlund, 
quienes continuaron el acuerdo de pago, pero esa comisión estudiaría nuestros reclamos nunca se conformó. En realidad, el 
acuerdo de pago es muy importante para manifestar la voluntad de pago y no caer en la misma bolsa de los usuarios que no 
pagan; nosotros pagamos; lo pactado con el Banco lo pagamos. Es más, estos datos los pueden corroborar en la Institución. 


Ahora bien, es necesario encontrar una alternativa de fondo, porque la deuda que genera esa mitad de cuota no paga es abismal. 
Podemos encontrarnos con que, si hacemos una proyección a diez años, esos deudores van a deber más que el valor inicial de la 
vivienda, en virtud de las multas, moras, recargos y los famosos colgamentos. Precisamente, hay doce tipos de colgamentos, pero 
nadie sabe muy bien a cuál pertenecen. 


Por estas razones es muy importante que, así como existe un acuerdo de pago al Banco Hipotecario -que nunca hemos cesado- 
también recibamos señales de que se está buscando una solución y que no se pretende transformar la deuda en algo impagable 
porque, como es por todos conocido, esas deudas no se van a poder pagar ni siquiera con ochenta años de vida o dejándosela a la 
generación siguiente. 


Además, hay una premisa fundamental a tener en cuenta: ninguna hipoteca puede ser mayor a la durabilidad de la vivienda. 
Precisamente, lo que nosotros estamos discutiendo es la durabilidad de la vivienda en virtud de los vicios de construcción que se 
manifiestan como, por ejemplo, el desprendimiento de pozos negros en toda la Costa de Oro, lo que ha llevado a que se quiebre la 
vivienda. Podemos mencionar un caso caótico como el de CH 67, ubicado en Luis Batlle Berres y Cañas, que pertenece en su 
mayoría a COVIPRO. A veces hasta nos da pudor decirle a la gente que pague, porque sabemos que durante 30 años el Banco 
Hipotecario no tuvo una sola política hacia ese CH destinada al mantenimiento general de la vivienda y a la recuperación de 
cartera. Sin embargo, nos encontramos con situaciones como las de personas que han pagado en forma constante y todavía deben 
1.200 Unidades Reajustables. 


¿Cómo puede ser eso? Esto pasa porque en los años 1998, 1999, cuando estas personas fueron llamadas a escriturar, se les 
aplicó una tasa de interés del 7% y no la del 2%, que era la que tenían. ¿Cuál es el significado? Que mucha gente pasó a deber un 
monto similar al que había pago. Por lo tanto, lo que estamos pidiendo, creo que es de justicia social. Pensamos que sería 
pertinente que esos casos fueran estudiados por el Directorio de la institución y que a aquéllos que firmaron a una tasa de interés 
diferenciada con el resto que no escrituró, se les aplique la tasa de interés inicial y, de esa manera, ir saldando hipotecas. Digo esto 
porque hace tiempo que el Banco Hipotecario tiene a esas hipotecas en el rubro pérdida, porque tiene más de 48 cuotas impagas y, 
como sabrán, esa es una normativa del Banco Central. Por lo tanto, creemos que lo que se recaude es algo que pasará a caja y no 


seguirá como pérdida. Este tipo de cosas, a mi juicio, son las que hay que analizar. Quisiera señalar que, por parte de los 
anteriores Directorios, nunca existió voluntad de discutir este tema a fondo. Tal vez, me podrán preguntar por qué insistimos en que 
este Directorio tome una resolución. Lo que sucede es que se pasaron tanto la pelota que, lamentablemente, recae en estas tres 
personas que asumen sus cargos en la institución la resolución de una cantidad de problemas que, seguramente no los 
provocaron, pero que si no los resuelven se va a terminar generando un caos social en la convivencia cotidiana de los vecinos. Así 
como mencioné el caso que la señora Senadora Topolanky conoce el 67 , también podría mencionar el 57, sito en Garzón a una 
cuadra de San Quintín. También están en la misma situación el CH43, en el Cerro, en La Paloma, y el CH28. Todos estos 
complejos están integrados a COVIPRO que fueron viviendas construidas por INVE y hoy nos encontramos con que la gente sigue 
debiendo 1.800 U.R., cuando esas viviendas no tienen, ni por asomo, dicho valor. Los señores Senadores saben perfectamente 
que fue construido el Complejo Básico Evolutivo y que le costó 2.000 U.R. al Estado. Creemos que, de alguna manera, todo esto 
hay que revisarlo con la misma impronta que le hemos dado desde el comienzo. Deseo señalar que estamos dispuestos a atender 
la emergencia social, la compartimos pero, en particular, con respecto a los casos que mencioné de los CH pensamos que están 
incluidos dentro de la emergencia y que merecen una rápida solución por parte del organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que hemos escuchado, están en plena negociación con el Banco tratando de buscar una solución 
para esta situación que todavía está pendiente. 


SEÑOR REQUEL.- Exactamente, señor Presidente. 


En lo que tiene que ver con el subsidio, algo que conseguimos con el anterior Vicepresidente de la Institución es que todo deudor 
hipotecario tiene derecho al subsidio; no es un tema corporativo el subsidio, no significa que tal o cual federación merezca tener 
subsidio y las demás no. Creemos que debe haber una solución que contemple al conjunto de los deudores hipotecarios y que se 
logrará estudiando a través de la propia ley. 


Quisiera dejar una constancia. A nosotros se nos propuso el tema subsidio para los CH, y nosotros nos opusimos. Como es sabido 
por los señores Senadores, en la ley se establece que la tasa de interés aplicable, cuando se da un subsidio, es del 5%. Las 
cuentas que hicimos son sencillas: si tomamos como base a la gente que debía, por ejemplo, 1.500 U.R. y que tenía derecho a un 
máximo de subsidio de 853 U.R., el valor resultante, pagaderos a 20 años -es decir, las 853 U.R. restantes- trasladado a una tasa 
de interés del 5%, terminaba pagando lo mismo que lo descontado. ¿Se entiende? Esas 853 U.R. que se le dieron de subsidio, 
como sube la tasa de interés, automáticamente se termina pagando en 20 años, eso no es un subsidio, es un préstamo a largo 
plazo. Creo que el Banco, a través de la Gerencia del Area Social y la contadora Pérez Montero, en su momento, comprendió esto, 
y dejó para un estudio particular a aquellos conjuntos habitacionales que tenían una tasa de interés del 2% que si se les aplicaba el 
régimen de subsidio con una tasa del 5% no se les solucionaba el problema. Concretamente, tenemos planteado este problema 
que, seguramente, va a requerir una gran negociación y una visión amplia y no corporativa por parte de ambas instituciones -tanto 
Banco Hipotecario como COVIPRO CH- que tengan como norte, precisamente atender con soluciones de fondo a quienes más lo 
necesitan. 


SEÑOR LÓPEZ.- Quiero hacer una salvedad sobre algo que nos preguntan en forma insistente. Esta organización no ha tenido 
una presencia mediática. Muchas veces nos preguntan si COVIPRO CH es una marca de jabón. Nosotros siempre lo mencionamos 
porque nos parece muy gracioso y después nos dicen que hacemos "lobby". 


En esos cuatro años, hicimos un trabajo muy oscuro y muy duro, pero ha sido constante y nos consta que mucha gente lo ha 
dejado a mitad de camino. 


Quiero que quede bien claro que hay 4.000 familias organizadas dentro de COVIPRO de las cuales, en el departamento de 
Canelones, prácticamente la totalidad de los conjuntos habitacionales -que son treinta- están organizados bajo COVIPRO y 
siguiendo determinadas normas como, por ejemplo, que los gastos comunes se deben pagar, que los compromisos pactados con el 
Banco Hipotecario se deben cumplir. Nosotros somos los primeros en controlar que esos compromisos se cumplan. En Montevideo 
solamente hay dos complejos como bien decía Sergio Requel, en Campo Español y el CH de Luis Batlle Berres y Cañas. Hay cerca 
de 1.000 unidades para las cuales estamos buscando el ordenamiento social al que nosotros aspiramos. Están en Irureta Goyena y 
Centenario, en la zona del Cilindro Municipal. Son complejos habitacionales grandes. Por eso hicimos la salvedad de que el Euskal 
Erría no integra COVIPRO. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son complejos viejos, de 1978. 
SEÑOR REQUEL.- Ahí tenemos el problema de los escriturados que planteé. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- El problema es que el predio es propiedad de un privado que está en Alemania. 


SEÑOR LÓPEZ.- No es solamente eso, sino que las cooperativas de propietarios que nucleamos fueron las estafadas por la 
empresa de Julián Pereyra y todos los institutos técnicos que hicieron cualquier clase de cosas. En algunos casos, viviendas que 
se vendrán abajo en muy poco tiempo, escrituraron a treinta años y, probablemente, no aguanten cinco años más en pie por los 
vicios constructivos que tienen. No fueron ni cimentadas. Algunos pozos negros que figuran en los planos, en la realidad no están. 
Alguien autorizó el pago de los pozos negros y éstos no existen. A pesar de eso, la gente tiene un compromiso de pago en pos de 
una negociación para encontrar una solución final. 


Entre todos llegamos a la conclusión de que hemos sido estafados por todos lados. Estamos con el problema instalado. Cuando 
hablamos de generar un marco de negociación y de acuerdo, esta organización lo ha planteado durante cuatro años. Pero no ha 
sido mediático. Lo hemos hecho a través de los rincones y los mostradores del Banco Hipotecario, subiendo por los ascensores. En 
algún momento, Pérez Montero dijo en Comisión que el Banco Hipotecario era una suerte de laberinto, que era algo kafkiano, un 
castillo. Hoy tal vez ese castillo tenga puertas donde podamos dialogar en profundidad sobre algunos temas que ya venimos 
reclamando desde hace mucho tiempo. 


Para nosotros era muy importante la comparecencia ante esta Comisión para tener una presencia en la que los señores Senadores 
supieran que esta organización tiene incidencia en un marco social muy amplio y que ha generado propuestas permanentes. A 


través de esta nueva gestión, intentamos por lo menos empezar a dar luz sobre aspectos que estaban muy tapados en todo lo que 
ha sido la organización del propio Banco Hipotecario. 


SEÑOR RÍOS.- Al ser un Legislador nuevo me gustaría que nos hicieran llegar una lista de los complejos que nuclean para tenerlos 
presentes. No concibo la construcción. Soy una obra de la industria, pero me cuesta mucho entender lo que no veo. 


Los problemas que tienen son vicios constructivos y que todas las empresas desaparecieron. Quisiera saber si han podido hacer 
alguna reclamación dentro de los diez años. 


SEÑOR REQUEL.- No todos tomamos en cuenta ese detalle que me parece importante. 


En el caso de las Cooperativas de propietarios, es un hecho que desaparecieron todas las empresas constructoras y los institutos 
técnicos. No olviden que la famosa empresa de Julián Pereyra llamada ADACS fue ADACS S.R.L., ADACS S.A. y después tuvo el 
eufemismo de llamarla RENACER, y también cerró. Las empresas constructoras tipo CARDAN que es problemática para nuestras 
cooperativas también desapareció. 


A pesar de tener los nombres de los responsables, se trataba de sociedades de responsabilidad limitada o de sociedades 
anónimas. Por otra parte, para iniciar una acción ante la Justicia, teníamos que ir contra la empresa constructora y el Banco 
Hipotecario porque esta Institución no cuidó su propio capital. ¿Cuál es el capital que tiene el Banco Hipotecario? La hipoteca a 
cobrar. Cuando reclamamos que el Banco interceda ante los vicios de construcción, estamos pidiendo dos cosas: una es que la 
vivienda permita a la persona tener una buena calidad de vida y, la segunda, es que el Banco Hipotecario cuide su propia cartera 
para cobrar en treinta años. Si la vivienda se cae, pierde la persona que la habita pero también el propio Estado uruguayo. 


Para nosotros es difícil hacer un juicio al Estado y nos hemos negado sistemáticamente. Obviamente no lo descartamos, pero 
preferimos negociar y estudiar las vías de solución. En más de una oportunidad, cuando nos preguntan por qué no vamos contra el 
Banco Hipotecario, hemos dicho ante la Comisión que no lo hacemos porque los juicios en este país son muy lentos y porque la 
gente tiene que pagar los gastos. Además, más allá de que la gente no tiene plata para pagar un juicio, no tiene la seguridad de 
que lo vaya a ganar. Puedo citar un ejemplo a ese respecto. En el Complejo Habitacional Euskal Erría se llevó adelante un juicio - 
no me acuerdo si en el block 70 o en el 71- que se ganó, pero el resultado fue que por vicios de construcción le correspondió $ 
4.000 a cada familia. ¡Con esa plata no se arregla ni el inodoro! Entonces, hay que tener cuidado con el manejo que muchos 
abogados le quieren dar a los juicios. Nosotros siempre hemos mantenido distancia en ese tema -aunque no lo descartamos- y 
preferimos la vía de la negociación. 


El propio Banco Hipotecario entiende que hay un vacío legal, sobre todo en lo relacionado con las cooperativas, porque con 
respecto a los complejos habitacionales no hay que olvidarse que fue la propia Institución la que realizó los contratos para construir. 
En el caso de las cooperativas truchas, como éstas, se les dio el préstamo y teóricamente eligieron el instituto técnico y la empresa 
constructora. Nadie dice que cuando se iba, en representación de la cooperativa, a solicitar el préstamo, se expresaba que había 
una nómina de institutos de asistencia técnica entre los que había que elegir. ¡Qué casualidad! ADAX estaba en primer lugar, 
Prosur, en segundo término y alguna más de las que se contrataban estaban en los primeros lugares. Quiere decir que había un 
cierto empuje a que el préstamo tenía que estar relacionado con esos institutos de asistencia técnica. 


El problema radica en que esas empresas no existen más. Entonces, hay un vacío legal; se puede ir contra el arquitecto, pero era 
un funcionario del instituto de asistencia técnica de la empresa constructora y quizás ni siquiera se encuentra en el país. Pero 
además, el asunto es más grave porque muchos problemas surgen al día de hoy. Por ejemplo, el Banco Hipotecario, a través de 
una gestión en el área social, está insistiendo en que toquen el fondo de garantía de una empresa constructora que construyó el 
CH A 98, Complejo Real De Azúa, en el kilómetro 25 de la Ruta Interbalnearia. Todos los informes realizados -hasta los del propio 
Banco- expresan que fue un desastre, pero el proceso de tocar la garantía puede llevar años. El problema es que tres personas 
que viven allí están nadando entre el excremento porque dos baños están absolutamente tapados, emanan como una fuente y no 
tienen solución. Si no se apuesta a negociar con el Banco para buscarle una solución a esos individuos, puede pasar lo peor, es 
decir, que haya una epidemia de hepatitis que nadie pueda frenar. Ahí sí se va a tener que recurrir a la prensa para denunciar la 
situación. 


Quiere decir que estamos ante un tema muy complicado. En los casos en los que se presentaron los antecedentes ante la Justicia, 
no se ha obtenido respuesta, cuando en realidad los informes técnicos de muchas cooperativas indican que si no se actúa en un 
período corto de cinco o seis años, puede ocurrir que esas viviendas pierdan la calidad constructiva. Si pasa eso, todos sabemos 
cómo termina el asunto. No se le paga más al Banco y, entonces, los que perdemos somos todos. Pienso que ese es un detalle que 
se debe tener en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la exposición realizada por los representantes de COVIPRO-CH y quedamos a vuestra 
disposición para lo que deseen plantearnos. 


(Se retiran de Sala los representantes de COVIPRO-CH) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 17 y 25 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


